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INTRODUCCIÓN
Se realizaron 6 Foros regionales en las siguientes 
ciudades: Santa Marta, Medellín, Popayán, Bogotá, 
Bucaramanga y Pereira. Los foros reflejan el pen-
samiento de las comunidades académicas, pues en 
ellos además de las autoridades universitarias, par-
ticiparon activamente los profesores y los estudian-
tes. Algunas notas sobre el desarrollo de los Foros 
pueden resumirse en los siguientes aspectos:
- Una concurrida asistencia y la participación de 
directivos, profesores y estudiantes.
- El desarrollo completo de la agenda y de la pro-
gramación prevista.
- La percepción positiva de la metodología de los 
foros por parte de los asistentes, lo que permi-
tió la socialización de la propuesta de Ley Esta-
tutaria de Autonomía Universitaria y la opinión 
sobre la propuesta de reforma de la Ley 30, pre-
sentada por el gobierno.
- En las mesas de trabajo se evidenció cierta di-
ficultad para centrar la discusión en los temas 
objeto, por el interés de los participantes de ex-
presar inquietudes sobre otros aspectos.
- El nivel de los debates en las mesas estuvo sig-
nado por la recurrencia de planteamientos gene-
rales y otros muy específicos.
- Los foros se desarrollarían bajo el presupuesto 
de una lectura y estudio previos del proyecto; 
con algunas excepciones, este proceso no se evi-
denció en las mesas de trabajo, 
- Las instituciones y algunos grupos prepararon 
documentos que se sumaron a los aportes de los 
foros.
- Las Universidades anfitrionas dispusieron de la 
mejor voluntad para el buen desarrollo de los 
foros.
- El proyecto de reforma se ha convertido en una 
oportunidad para reflexionar sobre la educación 
superior y para promover el debate sobre su es-
tado actual y sus proyecciones.
En la presentación de las conclusiones, obtenidas 
como resultado de las discusiones y aportes de los 
diferentes grupos, se ha dado especial cabida a las 
líneas temáticas contenidas en los documentos sobre 
política para la educación superior, las cuales han 
sido definidas por el Consejo Nacional de Rectores, 
en la medida que facilitaron el análisis de la propues-
ta gubernamental de reforma a la educación superior.
En esta medida, el documento de políticas 2010-
2014, Hacia una nueva dinámica social, plantea las 
siguientes cinco líneas:
- Redimensionamiento del papel del Viceministe-
rio de Educación Superior, de modo que esté 
más orientado a dar sostenibilidad al mejora-
miento de la calidad, por la vía del control, estra-
tegia privilegiada por el Ministerio de Educación 
Nacional.
- Respeto por la diferenciación y diversificación 
institucional, para avanzar en la especialización 
de las instituciones del sistema de educación su-
perior.
- Fortalecimiento financiero de la educación supe-
rior, de manera que garantice los recursos para 
la expansión y, sobre todo, los planes de mejo-
ramiento de la calidad, el financiamiento de las 
actividades de investigación y la extensión.
- Transformación de la docencia universitaria, en la 
medida que los avances curriculares y pedagógi-
cos, como también el mejoramiento de la docen-
cia, pasen por la cualificación del profesorado.
- Fortalecimiento de los procesos de internaciona-
lización de la educación superior.
Cada uno de estos temas fue objeto de estudio. 
Se analizó el estado de la educación superior del 
país en el 2009 y se presentaron propuestas. Adicio-
nalmente, se adelantó un trabajo sobre la relación 
Universidad y sociedad, en el entendido de posicio-
nar mejor a las Universidades en su papel frente al 
desarrollo del país, en todas las dimensiones.
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En paralelo, y como resultado de diferentes es-
tudios, foros y reflexiones, el Consejo Nacional de 
Rectores decidió avanzar en una propuesta de ley 
estatutaria que defina con precisión el ámbito y lí-
mites de la autonomía, como también el equilibrio 
necesario con el principio constitucional de la ins-
pección y vigilancia, a cargo del Estado.
 
CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE 
LA DISCUSIÓN DE LA PROPUESTA 
GUBERNAMENTAL
Las Universidades han asumido de manera seria y 
comprometida el proceso de estudio de la propuesta 
de reforma a la Ley 30 de 1992, promovido por el 
Gobierno. En general, se manifiesta acuerdo frente a 
la necesidad de reformarla o actualizarla, con el fin 
de ubicarla en la lógica de los nuevos escenarios, a 
los cuales atiende el sector de la educación superior. 
Hay un interés explícito de poner la norma a tono 
con la evolución del sistema, en lo que respecta a 
las relaciones de este con la sociedad, el conoci-
miento, los procesos económicos y productivos. 
Las comunidades de directivos, profesores y es-
tudiantes comparten los objetivos expresados por el 
Gobierno como orientadores de la propuesta. Sin 
embargo, surgieron las preguntas alrededor de si 
estos motivos son los que realmente sustentan la 
propuesta de reforma a la Ley o únicamente son los 
que se han hecho explícitos. 
Los disensos giraron en torno a las estrategias 
previstas en la propuesta de reforma elaborada des-
de el Ministerio de Educación Nacional que genera-
ron controversia. Durante la discusión se le reclamó 
al Ministerio no haber tenido en cuenta la partici-
pación de las comunidades académicas organiza-
das para la preparación del proyecto. Una vez el 
Gobierno Nacional presentó la propuesta, el MEN 
inició un proceso de socialización a través de foros 
de carácter nacional, regional, local e, incluso, insti-
tucional. También se abrió la posibilidad de enviar 
comentarios a través del portal de institucional. A 
pesar de la utilización de esta metodología, se con-
sideró que estos mecanismos no permitieron la in-
teracción, para lograr un amplio y riguroso debate.
En los foros, en general, surge la pregunta so-
bre si el proyecto gubernamental ha considerado 
que en un Estado Social de Derecho, la Universidad 
cumple un papel fundamental no solamente como 
prestadora del servicio público de la educación su-
perior, sino como pilar de la democracia. 
Desde esta perspectiva, es evidente, en la expo-
sición de motivos, que no está explícito el modelo 
de Universidad que subyace a la propuesta. Esta 
limitación se traduce en el articulado más bien en 
un enfoque de mercado, en el cual las Universida-
des y las IES cumplen las mismas tareas bajo las 
mismas condiciones. Es sabido que estas tipologías 
no corresponden a un mismo concepto ni cumplen 
los mismos roles. Esta ambigüedad se aprecia cuan-
do en el proyecto se establecen los requisitos para 
que las instituciones se reconozcan como Univer-
sidades. El proyecto no fortalece la diferenciación 
institucional necesaria para lograr uno de sus fines, 
que es el fortalecimiento de la formación técnica y 
tecnológica.
En la discusión se considera, sin desconocer 
la necesidad de generar mecanismos que permi-
tan que el país alcance mayores y mejores nive-
les de competitividad y de productividad, que la 
propuesta afecta negativamente la naturaleza de la 
Universidad como institución social. Cabe resaltar 
que, por esencia, es una institución autónoma en 
su configuración y en la generación de procesos de 
transformación social, de pensamiento crítico y cul-
tura. En conclusión, el proyecto parece confundir la 
autonomía universitaria con la libertad de empresa.
En los grupos se observa como preocupante el 
hecho de concebir el papel de la educación supe-
rior orientado hacia el mercado y hacia la formación 
de personas, para responder a requerimientos labo-
rales, en un marco de competencia de las institucio-
nes y de la oferta. Se estima que este enfoque gene-
raría consecuencias negativas, en la medida que se 
afectan distintos aspectos de la configuración actual 
del sistema: se desdibujarían las instituciones y, por 
tanto, se debilitaría la articulación, al perderse la ca-
racterización y especialización de quienes integran 
el sistema. Del mismo modo, se advierte la preocu-
pación sobre las consecuencias de un modelo de 
mercado que abre la competencia por la vía de cos-
tos y no de la calidad.
Es claro que, a partir del análisis de la exposi-
ción de motivos y del articulado, el proyecto de 
reforma no corresponde a una actualización de la 
Ley 30 de 1992 ante los nuevos desafíos del mundo 
contemporáneo; tampoco busca atender a los as-
pectos que en su aplicación han mostrado la nece-
sidad de ajuste. En cambio, sí se perciben intereses 
dirigidos a generar un nuevo modelo, más orienta-
do este, como se había anotado, hacia un enfoque 
de mercado.
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Durante el debate, de igual manera, se manifies-
ta que algunos asuntos incluidos en la propuesta 
corresponden al desarrollo de políticas de un pe-
ríodo de gobierno y no corresponden a una ley. 
En otros casos, se llevan al articulado asuntos de 
reglamentación y de procedimientos. En la plenaria, 
se dejó constancia también de que la presentación 
de varios artículos, unos inconclusos y otros con 
deficiencias en la redacción, generan dificultad para 
el análisis de la propuesta y hacen que se perciba 
ausencia de un hilo conductor frente a los propósi-
tos expresados.
No obstante, hay una percepción general del 
propósito de la reforma de lograr las metas de co-
bertura mayores a las actuales. Para tal efecto, la 
propuesta permite a todas las instituciones ofrecer 
programas desde técnicos profesionales hasta doc-
torados, en todas las áreas. Igualmente, se acep-
tan nuevas maneras de configuración de las insti-
tuciones como entes jurídicos de carácter privado 
y constituidos bajo los parámetros de sociedades 
anónimas. 
La propuesta considera que estos cambios son 
los necesarios y convenientes para ampliar, de he-
cho, la oferta. Esta transformación, a su vez, permi-
tiría aumentar la cobertura. No obstante, al respec-
to, no es claro el marco de calidad que se promueve 
y tampoco la articulación con niveles precedentes, 
con las instituciones sociales y con un modelo de 
inserción laboral que contemple las diversas sali-
das de la educación superior. Adicionalmente, no 
se perciben estas estrategias como las más idóneas 
para fortalecer la oferta técnica y tecnológica, que 
es una de las finalidades que se persigue.
Finalmente, se dejó sentado en la plenaria que 
el proceso de reforma de la Ley 30 de 1992 se ha 
emprendido sin un análisis cuidadoso de lo ocu-
rrido en el marco normativo desde la expedición 
de norma y de los desarrollos alcanzados. Se ha 
tratado también de subvalorar o no reconocer el 
debate que precedió la aprobación de dicha ley: 
la Ley 749/2002, los decretos reglamentarios y las 
sucesivas normas que introdujeron cambios en or-
ganismos como Icfes, Colciencias, y la creación del 
Viceministerio de Educación Superior, entre otros.
Sobre el proceso seguido por el Gobierno Na-
cional, se considera que habría sido conveniente di-
señar la propuesta de forma más participativa; sola-
mente se conoció su contenido cuando el Ejecutivo 
la consideró concluida y la presentó para someterla 
a consulta de los actores del sector. 
CONSIDERACIONES SOBRE LOS TEMAS 
PROPUESTOS A LAS MESAS DE TRABAJO
Autonomía universitaria, inspección y vigilancia
Uno de los aspectos más discutidos del proyecto 
tuvo que ver con que la consagración de la autono-
mía a las Universidades, en la Constitución Política 
de Colombia, se extienda a todas las instituciones 
de educación superior. 
La Carta Política y los desarrollos jurispruden-
ciales de la Corte Constitucional no dejan ninguna 
duda de que la autonomía se predica de las Univer-
sidades. Lo que se hace en la propuesta es aprove-
char el uso genérico del término universidad para 
todas las IES. ¿O es una de las piezas del modelo de 
mercado en la cual todas las instituciones ofrecen 
y el mercado decide? ¿O es un argumento para for-
talecer la inspección y vigilancia, mediante el cual 
las instituciones proponen y el Gobierno Nacional 
decide?
Es necesario que el MEN responda a la pregunta 
sobre los fundamentos bajo los cuales se predica 
esta autonomía para todas las instituciones de edu-
cación superior. Y a su vez, explicar cómo se en-
tiende esta categoría, cuando, de manera contradic-
toria, el proyecto la plantea para todas las IES, pero 
la restringe para las Universidades. Esta limitación 
se da al definirles requisitos para su reconocimien-
to como tal, y exigencias formales en su configu-
ración y gobierno; además de establecer mayores 
elementos de inspección, que ponen de manifiesto 
un marco confuso de interpretación de la autono-
mía expresada en la Constitución Política para las 
Universidades.
En cuanto a la inspección y vigilancia, se percibe 
en el proyecto un régimen estricto, que no inter-
preta el sentido expresado en la Constitución de 
garantizar la calidad; por el contrario, se establecen 
regulaciones que son privativas del Legislativo. La 
manera como se trata el tema en mención deja ver 
que el Gobierno piensa que la calidad se asegura 
con mayores controles, pero se deteriora si se per-
mite la autonomía.
En este marco de intencionalidades, no hay ca-
bida al fomento y a la promoción de procesos de 
autorregulación, que son los mecanismos que per-
mitirían consolidar procesos de mejoramiento con-
tinuo y permanente de la calidad.
Las Universidades y las IES sin distinción, queda-
rán también sometidas a sanciones por simples rumo-
res que crearán en el Gobierno Nacional, de inmedia-
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to, la sospecha de actuaciones que deben ser sancio-
nadas. Ello muestra, a las claras, la desconfianza que 
inspira la propuesta gubernamental, lo que es opuesto 
totalmente a los principios de un sistema de asegura-
miento de la calidad. Otra evidencia es el extenso nú-
mero de artículos para tratar dicho tema. No obstante 
el fomento de la educación superior se trata en muy 
pocos artículos, sin explicitar su estructura y recursos.
Tipología institucional, calidad y acreditación
Pareciera que la propuesta de reforma quisiera 
promover la configuración de un sistema dual: las 
Universidades y las demás IES. Sin embargo, en la 
práctica, todas serían IES, con la misma posibilidad 
de generar oferta y de entrar a competir por ella. 
Solamente mantendrían categoría de Universidades 
unas pocas, que ya contarían con los requisitos exi-
gidos para ello. El plazo otorgado de cinco años, 
para demostrar tal condición, resulta ser insuficiente 
frente a la realidad de las instituciones y a los re-
querimientos de construcción de un proyecto edu-
cativo. Además, el proyecto no consulta las necesi-
dades de las Universidades regionales, que han sido 
aprobadas bajo las normas vigentes. Por lo tanto, 
bajo nuevas exigencias no podrán perder su reco-
nocimiento solamente por no contar con uno o más 
de los nuevos requisitos que se establezcan.
En cuanto a las demás IES, no se percibe carac-
terización de sus alcances, en la medida que todas 
pueden hacer lo mismo, sin distinción. En la práctica, 
una institución de las que actualmente se denominan 
tecnológicas podría ofrecer, por diferentes vías, pro-
gramas profesionales universitarios, maestrías y hasta 
doctorados. Esta postura de la propuesta no es muy 
clara frente a los planes del Gobierno y a los pro-
yectos de desarrollo, que buscan, por el contrario, 
perfilar la oferta de educación superior y fortalecer el 
modelo de formación tecnológica y técnica, en razón 
a las necesidades del país y de la urgencia de lograr 
una articulación con el sector productivo.
En este escenario de no diferenciación de IES, 
entran otras instituciones que, sin estar constituidas 
como instituciones de educación superior, se les 
permitiría prestar este servicio, o se les reconoce 
como tales: las normales superiores, el SENA, en-
tre otros. Sobre esta última institución, el papel que 
se le reconoce en la reforma, como prestadora del 
servicio y también como “aliado”, es muy confuso.
Otro argumento del proyecto es la posibilidad de 
crear instituciones privadas, bajo la figura de socie-
dades anónimas, y con la probabilidad de que las 
actuales instituciones, constituidas como fundacio-
nes o corporaciones, formen parte de las mismas, 
bajo la figura de socios de dichos entes anónimos. 
Se abre entonces la puerta para que, rápidamen-
te, el país tenga una serie de instituciones con ánimo 
de lucro. Es previsible que la oferta se oriente hacia 
programas que permitan alta rentabilidad, como co-
rresponde a cualquier empresa, en detrimento de 
áreas del saber en las cuales la demanda no es alta, 
pero que son necesarios para sustentar el desarrollo 
científico-tecnológico, y para fortalecer procesos de 
ciudadanía y cultura.
La nueva categoría de instituciones mixtas hace 
prever que muchos establecimiento hoy de natura-
leza pública, pasarán a ser privados, una vez esta-
blezcan las alianzas con el sector privado.
Como quiera que uno de los objetivos en que se 
enmarca la propuesta tiene que ver con la internacio-
nalización de la educación superior, lo que se aprecia 
es un modelo de transnacionalización de este nivel 
educativo. En el capítulo se hace referencia al tema, 
la propuesta se queda corta frente al potencial que 
puede ofrecer esta estrategia para una eficaz transfor-
mación de la educación superior colombiana.
PREOCUPACIONES FRENTE A LA 
ACREDITACIÓN
En primer lugar, la acreditación se establece para 
las Universidades como obligatoria, al convertirse 
en requisito para mantener su condición, de tal ma-
nera que se desvirtúa el proceso como mecanismo 
de fomento. Por otro lado, se ha manifestado, de 
manera general, la inconveniencia de la incursión 
de agencias de acreditación externas, para reempla-
zar los pares académicos. Es claro que esta es otra 
de las piezas claves del modelo de mercado que se 
implantará, pues los “nuevos proveedores” no que-
rrán ser evaluados por sus pares provenientes de 
otras instituciones establecidas en el país.
Respecto al papel del Consejo Nacional de Acre-
ditación (CNA), fortalecido aparentemente, se ex-
presaron opiniones que veían de manera favorable 
este aspecto, pero también voces que manifestaron 
que los actos administrativos deberían estar en el 
Ministerio de Educación Nacional, máxime cuan-
do será una estrategia fundamental para establecer 
convenios de convalidación de títulos con otros Go-
biernos. ¿Continuarán confiando los Gobiernos de 
otros países en el sistema de acreditación colombia-
no con el nuevo modelo?
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En cuanto al sistema de aseguramiento de cali-
dad, este no aparece claro en la propuesta. No so-
lamente son instancias, sino propósitos y estrategias 
que no se hacen explícitos: hay que tratar de enten-
derlos desde las funciones de los organismos y los 
requisitos que se plantean a las instituciones. En el 
mismo sentido, los términos eficiencia y excelencia 
se ligan estrechamente a indicadores cuantificables, 
y se dejan de lado aspectos importantes cualitativos, 
como los involucrados en proyectos que apuntan 
a la responsabilidad social universitaria. Tampoco 
se sabe quién definirá los criterios de eficiencia y 
excelencia; deberían ser las mismas Universidades.
CIENCIA TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN 
Y POSGRADOS
Se considera positiva la inclusión en la propues-
ta de un apartado sobre ciencia, tecnología e inno-
vación, y posgrados; sin embargo, no hay una clara 
postura frente a las formas como se incentivará la 
investigación y como se articularán los organismos 
de ciencia y tecnología con la educación superior. 
Este sistema tampoco se articularía con el sistema 
de calidad, asunto que fortalece la idea de la im-
plantación de un modelo de mercado, donde las 
instituciones no referenciarían su calidad a resulta-
dos e impactos de procesos de investigación.
Se plantea, por otro lado, valorar la producción 
de los docentes en términos de dedicación y calidad 
de la investigación, y por su aporte al desarrollo 
científico.
No se establecen las estrategias o mecanismos 
para promover la articulación entre las IES y el sec-
tor productivo. 
El financiamiento de los sistemas de investiga-
ción tiene criterios de “servicio” y no de “derecho”. 
Esto es, los recursos de financiación estarían orien-
tados hacia proyectos que sean de interés para ob-
tener lucro o retorno de inversión.
Considerar a Colciencias como un “aliado” de 
la educación superior, ahonda problemas actuales 
de desarticulación y pone aún más dudas sobre el 
fomento de la investigación y su orientación frente 
a las necesidades del país.
El hecho de permitir a todas las IES proponer 
programas en todos los campos de conocimiento y 
en todos los niveles plantea ausencia de caracteri-
zación de los niveles y de la necesaria articulación 
de los posgrados con el desarrollo investigativo. Se 
percibe una desvalorización de la formación de es-
tos últimos, como un reflejo de la lógica de merca-
do y no de la educación, que responda a necesida-
des y potencialidades de contexto.
Al establecer la obligatoriedad de reportar la 
modalidad y lugar de desarrollo de posgrados, el 
proyecto limita la autonomía para propuestas no li-
gadas a la modalidad presencial.
FINANCIAMIENTO
Si bien se plantean mecanismos para financiar 
tanto las instituciones públicas como las privadas, 
se ha considerado que en este modelo de mercado 
es necesario tener en cuenta las consecuencias, de 
manera tal que se analice cómo se afectarán unas y 
otras, y cuál será el verdadero impacto en el siste-
ma y en su comportamiento. Tanto las instituciones 
públicas como las privadas se afectarían en tanto el 
mercado abierto regularía la oferta y la demanda, 
obedeciendo a determinantes difíciles de controlar 
por parte de las instituciones.
En cuanto a las Universidades públicas, se ha 
planteado que la propuesta en nada resuelve la si-
tuación de fondo de desfinanciamiento actual de 
estas instituciones y, por el contrario, conserva el 
mismo esquema de la Ley 30 de 1992, en el que 
la educación pasa a depender del comportamiento 
económico, sin ningún esfuerzo por aportar recur-
sos para su fortalecimiento y desarrollo. En el caso 
de los aportes para cobertura o para investigación, 
son recursos inciertos que, además, no constituyen 
una base, y generan incertidumbre en un proyecto 
de largo plazo. El criterio de asignación de recursos 
adicionales está sujeto al desempeño de la econo-
mía, medido a través de la tasa de crecimiento del 
PIB. La economía en el país crece a tasas inferiores 
al 5%, por lo tanto, se genera incertidumbre. 
En este contexto, se puede ver que la ciencia y la 
innovación no dependen del ciclo económico. Ade-
más, los derechos pecuniarios están condicionados 
al índice de precios al Consumidor (IPC). En efecto, 
el costo de la canasta universitaria es mayor que 
este indicador. No obstante, si se quiere mejorar la 
calidad, es necesario plantear otro modelo de finan-
ciamiento. Cabe anotar que las estrategias de finan-
ciación para aumentar cobertura en educación su-
perior pueden desestimular la oferta de programas 
claves para alcanzar altos niveles de investigación e 
innovación tecnológica y desarrollo científico. 
Se ve con preocupación que se traslada el costo 
de la calidad a las familias. En tanto, el Estado plantea 
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la incapacidad de asumir el financiamiento de la Uni-
versidad pública, por lo que promueve la búsqueda 
de capitales nacionales y externos, que miran el sec-
tor de la educación como una inversión rentable. Si 
se busca calidad, los costos tendrán que ver reflejados 
en altas matrículas. Si se quiere lograr rentabilidad, se 
sacrificará calidad. Basta una revisión juiciosa de lo 
que pasó en Brasil, por ejemplo, uno de los países 
referenciados en la exposición de motivos.
Sobre las propuestas de nuevas formas de ma-
nejo de las matrículas, las Universidades privadas 
han manifestado temor en cuanto, los mecanismos 
de recobro serían muy difíciles de implementar y 
se pone en riesgo la seguridad financiera de dichas 
instituciones. Sin embargo, se perciben como posi-
tivas las propuestas de soporte al crédito estudiantil 
al fortalecimiento del Icetex.
Igualmente, se anota como positivo de la pro-
puesta que asocia la equidad de acceso a la edu-
cación superior para “personas de escasos ingresos 
económicos” con una “política general de ayudas y 
créditos”, que pueden ser condonados; la creación 
de un fondo para la permanencia estudiantil, la crea-
ción de fondos municipales y departamentales para 
financiamiento de acceso a la educación superior.
ORGANIZACIÓN 
DEL SISTEMA DE EDUCACIÓN SUPERIOR
En la propuesta de reforma no se percibe la con-
figuración de un sistema con propósito y estructu-
ra clara, y con un marco de relaciones. Desde el 
mismo encabezado de la propuesta, el Gobierno 
Nacional deja sentado que lo que pretende es la 
regulación del servicio público. ¿Qué pasará, enton-
ces, con el sistema de educación superior que creó 
Ley 30 si esta se deroga?
No es claro el propósito del cambio de las fun-
ciones del Consejo Nacional de Educación Superior 
(Cesu), ni cómo se manejará, de manera articulada, 
el sistema de acreditación e información, así como 
la creación de IES. Al parecer, con una visión ge-
rencial empresarial, se abre la posibilidad de que 
sean otros entes externos los que den las pautas de 
manejo y de orientación del sistema.
Por otro lado, desde las políticas de ASCUN, si 
bien, se ha expresado la necesidad del redimensio-
namiento del Viceministerio de Educación Superior, 
para que asuma funciones de fomento y articula-
ción, en la propuesta no se refleja. Otro de los asun-
tos que se abordó tiene que ver con la constitución 
de entes departamentales, en contravía del propósi-
to de articulación y fortalecimiento regional. 
En cuanto al gobierno de las IES, se considera 
inapropiado que se defina la composición y funcio-
nes del consejo superior, y se considere el consejo 
académico como un organismo sin un papel fun-
damental para la dirección académica. Por lo tanto, 
se pidió conservar este último como corporación 
de dirección de lo académico propiamente dicho. 
Frente a la administración de las IES, se planteó la 
pregunta sobre si las normas, que antes se orienta-
ban a las Universidades del Estado, deben ser apli-
cables a todas las instituciones, haciendo homogé-
neas su configuración y formas de actuación, en to-
tal discrepancia con la necesidad de diferenciación, 
además, desconociendo la autonomía que desde el 
proyecto de ley se otorga a todos los establecimien-
tos de educación superior.
Se expresó igualmente la inconveniencia de asu-
mir una nueva manera de entender las Universida-
des como públicas y no como del Estado, orienta-
ción que deja ver el propósito de tener cada vez me-
nos responsabilidad frente a la financiación de estas. 
CONCLUSIONES
- La exposición de motivos no hace explícito el 
nuevo modelo de educación superior que se 
aprecia en el articulado y elude así el debate so-
bre la implantación de un modelo de mercado.
- La propuesta es muy extensa, excesivamente 
cargada de reglamentación e incluye temas que 
pueden tratarse en documentos de política pú-
blica o en decretos reglamentarios.
- Hace énfasis en la cobertura e inspección y vigi-
lancia desatendiendo en mucho los demás obje-
tivos que supuestamente inspiran la reforma.
- La propuesta de reforma no expone una idea de 
Universidad y su papel en la sociedad; la reduce 
a la idea de cumplir requisitos, de modo que se 
limita su papel a la formación orientada al mer-
cado laboral. 
- Evidencia muchas carencias sobre el papel de la 
Universidad en el desarrollo nacional y regional.
- Es necesaria la formulación de una nueva pro-
puesta, con participación real de los actores del 
sector, obligación que también tiene el Estado 
por ordenamiento constitucional.
